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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se otorgan beneficios fiscales en materia de los impuestos sobre la renta  
y al valor agregado. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con 
fundamento en los artículos 39, fracciones II y III del Código Fiscal de la Federación y 31 de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, y 

CONSIDERANDO 
Que los contribuyentes residentes en México que utilizan aeronaves con concesión o permiso del 

Gobierno Federal para ser explotados comercialmente, cuyo uso o goce temporal es otorgado por residentes 
en el extranjero efectúan la retención del 5% prevista por el artículo 188 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
y que derivado de los términos en los que se pactan los contratos respectivos, generalmente los 
contribuyentes residentes en México asumen la obligación de cubrir por su cuenta el monto del impuesto 
sobre la renta causado por el residente en el extranjero en los términos del precepto legal citado; 

Que los principales países en los que residen las empresas que explotan comercialmente aviones, con los 
cuales compiten los contribuyentes residentes en México, no prevén en su legislación o en los tratados 
internacionales por ellos celebrados, una obligación para dichas empresas extranjeras de efectuar retención 
alguna por el otorgamiento del uso o goce temporal de los bienes ya mencionados; 

Que la aeronáutica comercial es parte fundamental para el desarrollo del país, que además de generar 
importantes fuentes de empleo, también es un detonador de otras actividades relacionadas, tales como el 
turismo o el comercio de bienes, a las cuales de manera indirecta impacta benéficamente; 

Que con el fin de no encarecer los costos de los contribuyentes residentes en México por la contratación 
del uso o goce temporal de aeronaves y de que este sector tenga una mayor competitividad en relación con 
los contribuyentes residentes en el extranjero, se estima conveniente otorgar un estímulo fiscal a los 
contribuyentes residentes en México que partir del 1o. de enero de 2006 hayan efectuado o efectúen pagos 
por el otorgamiento del uso o goce temporal de aeronaves con concesión o permiso del Gobierno Federal 
para ser explotados comercialmente, consistente en un crédito fiscal equivalente al 80% del impuesto sobre la 
renta causado en los términos del artículo 188 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el cual se podrá 
acreditar únicamente contra el impuesto que se deba retener, en los términos del precepto antes citado, y 

Que para mantener el nivel competitivo internacional de las personas morales que cuentan con un 
Programa autorizado de conformidad con el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1o. 
de noviembre de 2006, relativo al fomento de la industria manufacturera, maquiladora y de servicios de 
exportación, se requiere neutralizar la carga financiera del impuesto al valor agregado, por lo que se estima 
conveniente relevarlas del requisito de contar con un programa de proveedores nacionales en el que se 
indiquen bienes autorizados por los que se debe efectuar la retención de dicho impuesto, para que puedan 
efectuar la retención del impuesto al valor agregado que les sea trasladado por sus proveedores nacionales, 
por lo que he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 
Artículo Primero. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes residentes en México, que utilicen 

aviones que tengan concesión o permiso del Gobierno Federal para ser explotados comercialmente, que sean 
utilizados en la transportación de pasajeros o de bienes, cuyo uso o goce temporal sea otorgado por 
residentes en el extranjero sin establecimiento permanente en el país y que en el contrato a través del cual se 
otorgue el uso o goce temporal de los aviones se establezca que el monto del impuesto sobre la renta que se 
cause en los términos del segundo párrafo del artículo 188 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, será 
cubierto por cuenta del residente en México. 

El estímulo fiscal a que se refiere este artículo consiste en un crédito fiscal equivalente al 80% del 
impuesto sobre la renta que se cause en los términos del segundo párrafo del artículo 188 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, el cual será acreditable únicamente contra el impuesto sobre la renta que se deba 
retener en los términos del citado precepto legal. 

Artículo Segundo. Las personas morales que cuenten con un Programa conforme al Decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de noviembre de 2006, relativo al fomento de la industria 
manufacturera, maquiladora y de servicios de exportación, que adquieran bienes autorizados en dicho 
Programa de proveedores nacionales, podrán efectuar la retención del impuesto al valor agregado que les sea 
trasladado por la adquisición de dichos bienes, conforme a lo establecido en el artículo 1-A, fracción IV de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, para lo cual se les releva del requisito de contar con un programa de 
proveedores nacionales en el que se indiquen bienes autorizados por los que se debe efectuar la retención del 
impuesto al valor agregado. 
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Artículo Tercero. La aplicación de los beneficios establecidos en el presente Decreto no dará lugar a 
devolución o compensación alguna. 

Artículo Cuarto. El Servicio de Administración Tributaria podrá expedir las disposiciones necesarias para 
la correcta y debida aplicación del presente Decreto. 

TRANSITORIOS 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
Segundo. Para los efectos de artículo primero del presente Decreto los contribuyentes podrán aplicar el 

estímulo fiscal previsto por dicho artículo, contra el impuesto sobre la renta que se hubiera retenido y enterado 
en los términos del artículo 188 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a partir del 1o. de enero de 2006. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 
veintisiete días del mes de noviembre de dos mil seis.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, José Francisco Gil Díaz.- Rúbrica. 

 
 

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley Federal 
para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con 
fundamento en los artículos 31, 32 y 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, he tenido a 
bien expedir el siguiente 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN 

DE BIENES DEL SECTOR PÚBLICO 
ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMAN los artículos 1, en sus fracciones II, IV, V, VI, VII y IX; 3; 6, en su 

párrafo primero; 7, en sus fracciones IV y X; 9, en su párrafo primero, en su fracción II, incisos b) y c) y en sus 
párrafos tercero, cuarto, quinto y último; 10, en sus fracciones I y II, incisos b) y c) y, en su párrafo tercero; 12, 
en su fracción III; 13, en sus fracciones I, incisos c) y d), y II, inciso b); 16, en sus párrafos primero y segundo 
y en su fracción II; 19, en su fracción I; la denominación del Título Sexto “De los Avalúos”, pasando a ser “De 
los Avalúos y Referencias de Valor”; 32, en sus párrafos primero, segundo y tercero; 33; 35, en su párrafo 
primero; 36, en su párrafo primero y fracción III; 38, en su fracción X; 39, en sus fracciones I, inciso b), y II, 
inciso c); 51; 53; 55, en su párrafo primero; 56; 58, en su fracción III; 59, en su párrafo segundo; 61, en sus 
fracciones IV y V; 63 y 64; se ADICIONAN los artículos 10, con un párrafo cuarto, pasando los actuales 
párrafos cuarto a séptimo a ser quinto a octavo, respectivamente; 13, en su fracción I, con un inciso e); 14 bis; 
el Capítulo Tercero Bis “De la Asignación de Bienes” al Título Cuarto “De la Administración de Bienes”, 
comprendiendo el artículo 25 bis; 32 bis; 32 ter; 40 bis; 50, con un párrafo tercero; 57 bis; 58, con un párrafo 
segundo; 61, con una fracción VI y con un párrafo cuarto; 66; el Título Décimo “De los Fideicomisos”, 
comprendiendo los artículos 67 y 68, y se DEROGAN los artículos 7, en su fracción V y 52, del Reglamento 
de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, para quedar 
como sigue: 

“Artículo 1.- … 
… 
I.  … 
II.  Costos de administración: La suma de todos los gastos, tanto directos como indirectos, que se 

requieren para la recepción, registro, custodia, defensa jurídica, regularización, conservación, 
mantenimiento, supervisión, cobranza y, en su caso, destrucción o enajenación de un bien, tales 
como los pagos que se generen por concepto de: honorarios; pago a terceros especializados; 
servicios de vigilancia; transporte; embalaje; almacenamiento; avalúos; contribuciones; seguros; 
papelería; energía eléctrica, que se vinculen estrictamente con el bien de que se trate, y los que, en 
su caso, disponga la Junta de Gobierno en los términos que determine en los Lineamientos que para 
tal efecto emita, así como los que se establezcan en otras disposiciones legales; 

III.  … 
IV. Encargos: Los actos de administración, destrucción o enajenación encomendados al SAE, entre 

otros, los mandatos y liquidaciones; 
V. Ley: La Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público; 
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VI. Procedimientos penales federales: Los procedimientos a que se refiere el Código Federal de 
Procedimientos Penales; así como los procedimientos de extradición y de asistencia jurídica en 
materia penal; 

VII. Tercero especializado: Cualquier persona física o moral que coadyuve con el SAE en el cumplimiento 
de sus funciones, respecto de la administración, enajenación o destrucción de bienes, o bien en la 
administración, enajenación y liquidación de empresas, que cuente con conocimientos en la materia 
que corresponda; 

VIII. … 
IX. Valuador: El Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, los peritos, las instituciones 

de crédito, los agentes especializados o los corredores públicos. Para los efectos de esta fracción, se 
entenderá por peritos, a los terceros especializados idóneos y a los valuadores profesionales con 
reconocimiento oficial de la Secretaría de Educación Pública. 
 

Artículo 3.- En términos del artículo 78 fracciones IV, V y IX de la Ley, el SAE podrá prestar sus servicios 
a particulares para fungir como visitador, conciliador y síndico en concursos mercantiles y quiebras de 
conformidad con las disposiciones aplicables; liquidar sociedades mercantiles, sociedades o asociaciones 
civiles, así como para extinguir fideicomisos, y enajenar, administrar o destruir cualquier bien. Por dichos 
servicios el SAE percibirá las contraprestaciones que se autoricen conforme a las disposiciones federales 
aplicables. 

Artículo 6.- Tratándose de bienes que hayan sido asegurados en procedimientos penales federales, de 
conformidad con lo previsto en la fracción XII, del artículo 78 de la Ley, el SAE emitirá la correspondiente 
declaración de abandono a favor del Gobierno Federal, la cual contendrá: 

I. a VII.  … 
… 
Artículo 7.- … 
I. a III. … 
IV. Emitir lineamientos para la devolución de bienes y para la rendición de cuentas; 
V. Derogada. 
VI. a IX. … 
X. Emitir lineamientos que sean necesarios para aplicar lo dispuesto por los artículos 89 y 90 de la Ley, 

sin perjuicio de las disposiciones jurídicas aplicables en la materia. 
Artículo 9.- El Comité de Bienes Asegurados a que se refiere la fracción I del artículo anterior, tendrá por 

objeto fungir como órgano de apoyo del SAE respecto de la administración, enajenación y destrucción de los 
bienes asegurados, decomisados y abandonados en procedimientos penales federales que sean transferidos 
a ese organismo, así como de emitir opinión en relación con el resarcimiento económico por la devolución de 
los mismos, con cargo al fondo correspondiente. 

… 
I. … 
II. … 

a) … 
b) Dos representantes de la Secretaría, que cuenten al menos con nivel de Director General 

Adjunto, y 
c) Tres servidores públicos adscritos al SAE de las siguientes áreas: uno de recepción de bienes 

asegurados, decomisados y abandonados en procedimientos penales federales; uno del 
proceso de empresas, y uno que determine el Titular del SAE. Este último fungirá como 
Secretario Técnico. 

A las sesiones del Comité de Bienes Asegurados se invitarán como asesores a un servidor público 
designado por el área jurídica del SAE, a otro designado por el órgano interno de control en el SAE, y a  
otro designado por el Consejo de la Judicatura Federal. 

Asimismo, cuando se estime conveniente, de acuerdo al orden del día, podrán asistir a las sesiones otras 
personas con carácter de invitados. 

Los asesores y los invitados a que se refieren los dos párrafos anteriores participarán en las sesiones con 
voz pero sin voto. 

… 
La responsabilidad de cada integrante del Comité de Bienes Asegurados quedará limitada al voto o 

comentario que emita u omita, en lo particular, respecto al asunto sometido a su consideración, con base en la 
documentación que le sea presentada. 
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Artículo 10.- … 
… 
I. El Subsecretario de Egresos, quien lo presidirá y tendrá voto de calidad en caso de empate, y 
II. … 

a)  … 
b) Un representante de la Secretaría, que cuente al menos con nivel de Director General, y 
c) El titular del área de operación del SAE. 

A las sesiones del Comité se invitarán como asesores a un servidor público designado por el órgano 
interno de control en el SAE y a un servidor público designado por el área jurídica del SAE. 

Asimismo, se invitará a asistir a las sesiones del Comité a un representante de la Secretaría de Desarrollo 
Social y a un representante de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. De igual 
forma, cuando se estime conveniente, de acuerdo al orden del día, podrán asistir a las sesiones otras 
personas con carácter de invitados. 

… 
… 
… 
… 
Artículo 12.- … 
… 
I. y II. … 
III. Una vez que se haya verificado que se cumplan los requisitos para la transferencia de bienes, el SAE 

y la entidad transferente levantarán acta de entrega-recepción de los bienes. En caso de que la 
entidad transferente conserve la posesión de los bienes, tal circunstancia deberá quedar asentada en 
el acta respectiva; 

IV. y V.  … 
Artículo 13.- … 
I. … 

a) y b) … 
c) Si los bienes que pretenda transferir, tienen un valor mayor al importe de seis meses de salario 

mínimo general vigente para el Distrito Federal, excepto cuando se trate de obligaciones, de 
derechos o de los bienes asegurados, provenientes de comercio exterior, recibidos por cualquier 
título por la Tesorería de la Federación, así como los abandonados a favor del Gobierno Federal, 
los cuales podrán ser transferidos al SAE independientemente de su valor; 

d) Si los bienes se encuentran a su servicio, y 
e) La unidad de medida con la que se contabilizarán los bienes que se transferirán. El SAE 

realizará la conversión a la unidad de medida cuando se considere conveniente, lo cual se hará 
constar en el acta correspondiente. 

II. … 
a) … 
b) El original o copia certificada del documento en el que conste el título de propiedad o en el que 

se acredite la legítima posesión y la posibilidad de disponer de los bienes. 
 Tratándose de bienes muebles, en los casos en que las entidades transferentes no cuenten con 

los documentos a que se refiere el párrafo anterior, deberán proporcionar la documentación con 
la que cuenten y manifestar por escrito las circunstancias por las que se carece de la 
documentación correspondiente y la posibilidad de disponer de los mismos, quedando a su 
cargo cualquier contingencia que se presente respecto a su transferencia. 

 Para el caso de bienes a que hace referencia la fracción VII del artículo 1 de la Ley, que se 
encuentren integrados o compuestos por obligaciones, derechos o acciones, la entidad 
transferente deberá acreditar su legítimo derecho sobre los mismos; 

III. a V.  … 
… 
Artículo 14 bis.- Para identificar los bienes con valor artístico o histórico a que refiere el segundo párrafo 

del artículo 5 de la Ley y determinar la posibilidad o imposibilidad de su transferencia, el SAE podrá consultar 
a la Secretaría de Educación Pública o contratar a terceros especializados. 

Artículo 16.- Con excepción de los bienes señalados en los artículos 6 y 6 bis de la Ley, el SAE podrá 
abstenerse de aceptar Encargos, en los siguientes casos: 

I. … 
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II. Cuando de la revisión y estudio que se realice de la solicitud y expediente respectivo, se advierta que 
los costos de administración serían mayores a los recursos que se obtendrían por la venta de los 
bienes o la realización del Encargo. 

No obstante, en ambos casos, el SAE podrá aceptar los bienes o Encargos si la entidad transferente 
aporta los recursos suficientes para el desarrollo de la tarea encomendada. 

Artículo 19.- … 
I. Cobrar los derechos a que hace referencia el artículo 1, fracción VII de la Ley, por si mismo o a 

través de terceros especializados. 
 En los casos en que el cobro que se pretenda realizar sea resultado de un procedimiento judicial en 

el que se dictó sentencia mediante la cual se adjudicaron los bienes, siempre y cuando la misma no 
haya causado ejecutoria, y se presente una propuesta de pago, el monto del mismo, en caso de 
aceptarse, se considerará como recuperación de cartera, salvo que la adjudicación se haya realizado 
a favor de un tercero; 

II. y III. … 
Capítulo Tercero Bis 

De la Asignación de Bienes 
Artículo 25 bis.- El SAE, previa autorización de su Director General, podrá asignar bienes a favor de las 

dependencias de la Administración Pública Federal, incluyendo a las unidades administrativas de la 
Presidencia de la República y de la Procuraduría General de la República, para que los destinen a su servicio, 
de conformidad con lo que establezcan para tal efecto las disposiciones aplicables. 

Serán aplicables a la asignación las disposiciones del artículo 57 de este Reglamento, en lo conducente. 
Tratándose de bienes provenientes de comercio exterior que se utilicen para la prevención o atención de 

desastres naturales, sólo podrán asignarse a favor de la Secretaría de Gobernación. 
TÍTULO SEXTO 

De los Avalúos y Referencias de Valor 
Artículo 32.- El SAE ordenará la práctica del avalúo de los bienes que le sean transferidos, cuando así lo 

soliciten las entidades transferentes o cuando lo estime conveniente por existir una clara discrepancia entre el 
valor proporcionado por la entidad transferente y los valores de bienes similares que tenga el SAE bajo 
su administración. 

El SAE ordenará también la práctica de avalúo de los bienes, en el caso de no contar con uno vigente, 
para determinar el precio base de venta de los mismos, cuando la venta se realice mediante los 
procedimientos de adjudicación directa o remate y cuando se estime conveniente en los procedimientos de 
licitación pública o subasta. 

Se considera precio base de venta al fijado por los avalúos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 
36 de la Ley. 

… 
… 
Artículo 32 bis.- Cuando un procedimiento de venta se realice con base en el valor ofrecido por el 

mercado a que se refiere el artículo 36 de la Ley, las referencias de valor que, en su caso, se requieran, 
podrán ser emitidas por un tercero especializado, o bien, por el SAE con base en información histórica o 
tomando aquellos valores asignados a bienes similares que se den a conocer mediante publicaciones oficiales 
o especializadas. 

Artículo 32 ter.- En caso de que se requiera determinar el valor de los bienes objeto de asignación, 
donación o destrucción, se tomará el más reciente de entre el proporcionado por la entidad transferente, sin 
que exista necesidad de contar con avalúo vigente. 

Artículo 33.- Para determinar el costo beneficio de vender los activos financieros incosteables e 
incobrables a través de alguno de los procedimientos de enajenación señalados en el segundo párrafo del 
artículo 41 bis de la Ley, el SAE podrá utilizar la referencia de valor, a efecto de evaluar los costos que 
implicarían su venta contra el producto de la misma. 

Artículo 35.- La vigencia de los avalúos y de las referencias de valor no podrán exceder de un año, en el 
entendido de que éstos deberán estar vigentes a la fecha del acto de fallo correspondiente. 

… 
Artículo 36.- Los avalúos y las referencias de valor de los bienes podrán actualizarse en los 

casos siguientes: 
I. y II. … 
III. Cada dos años, en caso de que se requiera, para renovar las pólizas de seguro correspondientes. 
Artículo 38.- … 
I. a IX. … 
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X. Declarar desierta una licitación pública, subasta o remate en los supuestos a que se refieren los 
artículos 36, en su último párrafo, 46 y 61 de la Ley y 50 del presente Reglamento; 

XI. a XIV. … 
… 
… 
Artículo 39.- … 
I. … 

a) … 
b) Avalúo o referencia de valor vigente; 
c) a g) … 

II. … 
a) y b) … 
c) Cuando existan, los avalúos y cuando procedan, las referencias de valor, y 
d) … 

III. … 
Artículo 40 bis.- Para la venta de empresas, el SAE deberá establecer en las bases respectivas los 

términos y condiciones en que se deberá realizar el otorgamiento de la garantía de seriedad de la oferta, el 
pago, la entrega, la formalización de la operación y, en general, todas aquellas circunstancias que por la 
naturaleza de la operación se requieran. 

Artículo 50.- … 
I. a III. … 
… 
Se considerará desierta parcialmente una licitación pública cuando dicho procedimiento verse sobre 

diversas unidades o lotes de bienes y respecto de alguno de éstos se actualice alguna de las hipótesis 
contempladas en este artículo. 

Artículo 51.- Para el caso de subastas a realizarse por medios electrónicos, la garantía de seriedad de 
ofertas deberá otorgarse de acuerdo con lo siguiente: 

I. Una vez concluido el plazo de la subasta, el participante que haya realizado la oferta más alta deberá 
garantizar la misma mediante depósito; 

II. Tratándose de bienes muebles, el depósito deberá realizarse en un plazo no mayor a 1 día hábil y en 
el caso de bienes inmuebles, el plazo para realizar dicho depósito será de 5 días hábiles. 

 En ambos casos, la oferta que no sea garantizada en el plazo indicado será descalificada, y la 
postura que constituya la segunda oferta más alta será declarada ganadora, debiendo realizar el 
depósito respectivo en el plazo a que se refiere el párrafo anterior contado a partir de la notificación 
correspondiente, y así sucesivamente en caso de que no se acepte la adjudicación, siempre que la 
postura sea mayor o igual al precio base de venta fijado, y 

III. El depósito de garantía para bienes muebles deberá ser equivalente al 50% del monto de la oferta 
y en bienes inmuebles el 25%. 

Artículo 52.- Derogado. 
Artículo 53.- Para efectos de lo dispuesto en la fracción II del artículo 39 de la Ley, el SAE podrá vender 

los bienes a través del procedimiento de remate, cuando su valor sea igual o menor al equivalente a diez 
millones de udis. 

Para efectos de justificar que el procedimiento de remate es el mecanismo idóneo para garantizar las 
mejores condiciones al Estado, el SAE deberá contar con un análisis comparativo de las ventajas de este 
procedimiento de venta respecto de la licitación pública y de la subasta. 

Además de los supuestos previstos en el artículo 39 de la Ley, el SAE podrá vender los bienes a través del 
procedimiento de remate, cuando habiendo salido éstos a venta a través de licitación pública o subasta, no se 
hayan vendido, por no haberse presentado posturas o, en su caso, cuando éstas no hubieran cubierto, 
cuando menos, el precio base de venta. 

Artículo 55.- Para la venta de bienes mediante el procedimiento de adjudicación directa, el SAE emitirá, 
previo avalúo, un dictamen previo, a fin de acreditar, bajo su responsabilidad, que dicho procedimiento 
asegura las mejores condiciones para el Estado, conforme a lo establecido en el artículo 31 de la Ley, el cual 
deberá contener como mínimo lo siguiente: 

I. a V. … 
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Artículo 56.- El SAE únicamente podrá donar bienes a favor de la Federación, así como de los gobiernos 
de las entidades federativas o de los municipios, para que los destinen a la prestación de servicios públicos 
locales, en fines educativos o de asistencia social, o a instituciones autorizadas para recibir donativos 
deducibles en términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que lo requieran para el desarrollo de 
sus actividades. 

Artículo 57 bis.- Cuando la donación de bienes de comercio exterior sea a favor de instituciones 
autorizadas para recibir donativos deducibles en términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, a efecto de 
atender zonas determinadas de alta marginalidad, la institución solicitante deberá llenar una solicitud por cada 
municipio considerado de alta marginalidad al cual se vayan a destinar tales bienes y una vez que haya 
cumplido dicho destino, deberá informarlo al SAE, bajo protesta de decir verdad, anexando la documentación 
que soporte el destino de los bienes. 

Para efectos de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 34 de la Ley, las zonas de alta 
marginalidad serán determinadas tomando en consideración el grado de marginación municipal que reflejen 
los índices correspondientes publicados por el Consejo Nacional de Población o aquéllos que los sustituyan. 

Con el objetivo de dar preferencia a los municipios más marginados, la Secretaría de Desarrollo Social en 
colaboración con la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas determinará cuáles son 
los 50 municipios de más alta marginalidad. Las solicitudes de estos municipios se atenderán de conformidad 
con la fecha en que se hayan presentado y quedarán sujetas a los límites de bienes a donar establecidos por 
el Comité. Las solicitudes de estos municipios tendrán prioridad respecto de las solicitudes presentadas 
por otros entes, con la excepción de las solicitudes de donaciones o asignaciones para apoyar a la población 
afectada por desastres naturales. 

Artículo 58.- … 
I. y II. … 
III. Establecer en los contratos correspondientes que, en caso de que el donatario destine los bienes a 

fines distintos de los señalados en la Ley y en el presente Reglamento quedará excluido de recibir 
donaciones en el futuro y tratándose de inmuebles, además la donación quedará sin efectos; 

IV. a VI. … 
Con excepción de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 57 bis de este Reglamento, las 

autorizaciones de donaciones deberán realizarse respetando el orden en que fueron presentadas 
las solicitudes correspondientes. 

Artículo 59.- … 
En los casos previstos en las fracciones II y V del artículo 57 de este ordenamiento, y para los bienes que 

se pretendan destinar para la prevención o atención de desastres naturales, a fin de que las donaciones se 
lleven a cabo con la debida oportunidad, el Comité podrá determinar que la autorización correspondiente 
se emita, conforme a la normatividad aplicable, por los funcionarios del SAE que al efecto se designen. 

Artículo 61.- … 
I. a III. … 
IV. La autoridad judicial o administrativa así lo determine, mediante la resolución correspondiente; 
V. Haya transcurrido el plazo a que se refiere el segundo párrafo del artículo 6 ter de la Ley, sin que 

hayan sido enajenados los bienes provenientes de comercio exterior transferidos al SAE, y 
VI. En los demás casos que determine la Junta de Gobierno. 
… 
… 
Para efectos de lo dispuesto en la fracción V del presente artículo, el SAE contará con un plazo de 120 

días naturales para proceder a la destrucción de los bienes, contados a partir del día siguiente a aquél en que 
haya concluido el plazo para su enajenación. 

Artículo 63.- Concluido el proceso de administración, venta o liquidación de empresas, se procederá en 
los términos establecidos en el artículo 89 de la Ley. 

Artículo 64.- Para efectos de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 89 de la Ley, a falta de convenio 
entre el SAE y la entidad transferente o la Tesorería de la Federación, o de disposición legal aplicable, los 
recursos se entregarán semestralmente a quien corresponda, en los meses de enero y julio, o bien, cuando 
concluya la venta de la totalidad de bienes que formen parte de una misma transferencia. 

Artículo 66.- El informe anual a que se refiere el artículo 83 de la Ley, deberá entregarse a las entidades 
transferentes dentro de los 60 días hábiles siguientes al cierre del ejercicio fiscal que se reporta y deberá 
contener, al menos, lo siguiente: 

I. Bienes transferidos; 
II. Bienes en administración a la fecha de cierre; 
III. Bienes vendidos; 
IV. Bienes destruidos; 
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V. Bienes donados; 
VI. Bienes devueltos; 
VII. Ingresos por venta de bienes muebles; 
VIII. Ingresos por venta de bienes inmuebles, y 
IX. Costos de administración. 

TÍTULO DÉCIMO 
De los fideicomisos 

Capítulo Único 
Artículo 67.- La representación de los fideicomisos en los que el SAE actúe como fiduciario sustituto, 

estará a cargo de sus delegados fiduciarios generales y especiales. 
El nombramiento de delegado fiduciario general a que se refiere el párrafo anterior, recaerá en el Director 

General y en los demás funcionarios del SAE que se establezcan en su Estatuto Orgánico, así como en las 
personas que con tal carácter sean nombradas por la Junta de Gobierno a propuesta del Director General 
del SAE. 

El nombramiento de los delegados fiduciarios especiales en aquellos fideicomisos en los que el SAE actúe 
como fiduciario sustituto, así como en aquéllos constituidos en instituciones de crédito, instituciones de 
seguros, instituciones de fianzas, sociedades financieras de objeto múltiple, sociedades financieras de objeto 
limitado y almacenes generales de depósito, cuya liquidación sea encomendada al SAE, será realizado por la 
Junta de Gobierno a propuesta del Director General del SAE. 

Artículo 68. La integración, en su caso, de los Comités Técnicos de los fideicomisos en los que el SAE 
actúe como fiduciario sustituto, así como en aquéllos constituidos en instituciones de crédito, instituciones de 
seguros, instituciones de fianzas, sociedades financieras de objeto múltiple, sociedades financieras de objeto 
limitado y almacenes generales de depósito, cuya liquidación sea encomendada al SAE, será determinada por 
el fideicomitente y a falta de ello por la Junta de Gobierno a propuesta del Director General del SAE. ” 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
SEGUNDO.- Para efectos del Octavo Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley Federal para la 

Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y se adiciona el Código Federal de Procedimientos 
Penales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de diciembre de 2002, se dará tratamiento de 
mandato a las instrucciones y demás operaciones que hasta antes de la entrada en vigor de dicho Decreto 
haya tenido encomendados el Fideicomiso Liquidador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares de Crédito 
y hayan sido conferidos al SAE. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 
veintisiete días del mes de noviembre de dos mil seis.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, José Francisco Gil Díaz.- Rúbrica.- La Secretaria de Desarrollo Social, Ana 
Teresa Aranda Orozco.- Rúbrica.- El Secretario de la Función Pública, Eduardo Romero Ramos.- Rúbrica. 

 
 

REGLAMENTO del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con 
fundamento en los artículos 13 y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 134 Bis 2 de la 
Ley de Instituciones de Crédito, y 62 y 91 de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, he tenido a bien expedir 
el siguiente: 

REGLAMENTO DEL INSTITUTO PARA LA PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO 
CAPÍTULO I 

De las Disposiciones Generales 
ARTÍCULO 1. El presente Reglamento tiene por objeto establecer las atribuciones de las unidades 

administrativas del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, para la imposición de sanciones 
y solicitudes de información que realice el propio Instituto en el ámbito de su competencia. 

En el ejercicio de sus funciones, el Instituto se sujetará a la Ley de Protección al Ahorro Bancario, la Ley 
de Instituciones de Crédito y demás ordenamientos legales y administrativos aplicables, así como a lo 
dispuesto en el presente Reglamento y en su Estatuto Orgánico. 
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ARTÍCULO 2. Para los efectos de este Reglamento, serán aplicables las definiciones contenidas en la Ley 
de Protección al Ahorro Bancario. 

ARTÍCULO 3. Para efectos de la ejecución de los actos regulados en este Reglamento, son competentes 
las siguientes Unidades Administrativas: 

I. Secretaría Ejecutiva; 
II. Secretaría Adjunta Jurídica; 

a. Dirección General Jurídica de Protección al Ahorro; 
b. Dirección General Jurídica de Recuperación; 
c. Dirección General Jurídica de lo Contencioso, y 
d. Dirección General Jurídica de lo Consultivo. 

III. Secretaría Adjunta de Protección al Ahorro Bancario; 
a. Dirección General de Operaciones de Protección y Resoluciones Bancarias; 
b. Dirección General de Planeación, Análisis e Investigación Financiera, y 
c. Dirección General de Finanzas. 

IV. Secretaría Adjunta de Recuperación de Activos; 
a. Dirección General de Bienes Corporativos; 
b. Dirección General de Recuperación de Bienes Muebles e Inmuebles; 
c. Dirección General de Carteras Crediticias, y 
d. Dirección General de Supervisión de Fideicomisos y Administradoras. 

V. Secretaría Adjunta de Administración, Presupuesto y Sistemas; 
a. Dirección General de Información y Sistemas. 

CAPÍTULO II 
De la Imposición de Sanciones 

ARTÍCULO 4. Corresponde al Secretario Ejecutivo del Instituto, a los titulares de las Secretarías Adjuntas 
a que se refieren las fracciones II a IV del artículo 3 del presente Reglamento, así como a los titulares de las 
Direcciones Generales que las integran, en el ámbito de sus respectivas competencias, imponer las sanciones 
conforme a lo previsto en la Ley de Protección al Ahorro Bancario. 

ARTÍCULO 5. Corresponde a la Dirección General Jurídica de lo Contencioso del Instituto, en relación con 
la imposición de sanciones, el ejercicio de las atribuciones siguientes: 

I. Notificar a las Instituciones las sanciones que el Instituto imponga de conformidad con las 
disposiciones legales aplicables, y 

II. Formular los proyectos de resolución de los recursos administrativos que se interpongan en términos 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, con motivo de la imposición de una sanción. 

La Dirección General Jurídica de lo Contencioso practicará las notificaciones a través del personal que 
tenga adscrito a la misma. Será medio de identificación de los notificadores, la credencial que para tales 
efectos expida en su favor el Instituto, junto con el oficio firmado por el titular de la Dirección General Jurídica 
de lo Contencioso que los faculte para realizar tales funciones. 

CAPÍTULO III 
De las Solicitudes de Información 

ARTÍCULO 6.- Corresponderá a los titulares de las Unidades Administrativas del Instituto, atendiendo al 
ámbito de sus respectivas competencias y de acuerdo con el Estatuto Orgánico del Instituto, realizar a las 
Instituciones las solicitudes de información a que se refieren las disposiciones aplicables para el cumplimiento 
del objeto del Instituto. 

CAPÍTULO IV 
De las Suplencias 

ARTÍCULO 7.- El Secretario Ejecutivo será suplido en sus ausencias por los Secretarios Adjuntos de 
Protección al Ahorro Bancario, de Recuperación de Activos, o por el Secretario Adjunto Jurídico, en el 
orden indicado. 

El Secretario Adjunto Jurídico será suplido en sus ausencias por el Director General Jurídico de Protección 
al Ahorro, por el Director General Jurídico de lo Consultivo, o por el Director General Jurídico de lo 
Contencioso, en el orden indicado. 

El Secretario Adjunto de Protección al Ahorro Bancario será suplido en sus ausencias por el Director 
General de Operaciones de Protección y Resoluciones Bancarias, por el Director General de Planeación, 
Análisis e Investigación Financiera, o por el Director General de Finanzas, en el orden indicado. 

El Secretario Adjunto de Recuperación de Activos será suplido en sus ausencias por el Director General 
de Supervisión de Fideicomisos y Administradoras, por el Director General de Carteras Crediticias, o por el 
Director General de Recuperación de Bienes Muebles e Inmuebles, en el orden indicado. 
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Los Directores Generales serán suplidos en sus ausencias por los Directores Generales Adjuntos que de 
ellos dependan, en los asuntos de su respectiva competencia, de conformidad con el Estatuto Orgánico del 
Instituto. Los Directores Generales que, conforme al citado Estatuto, no tuvieren adscritos Directores 
Generales Adjuntos, serán suplidos en sus ausencias por los Directores que de ellos dependan, en los 
asuntos de su respectiva competencia. 

El servidor público que ejercite la facultad aquí señalada deberá indicar que actúa en los términos de 
este artículo. 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
SEGUNDO.- Las acciones que se deriven de la aplicación del presente Reglamento, se sujetarán al 

presupuesto aprobado para el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, sin que implique la asignación 
de recursos adicionales. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 
veintisiete días del mes de noviembre de dos mil seis.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, José Francisco Gil Díaz.- Rúbrica. 

 
 

CONVENIO para dar cumplimiento a las obligaciones fiscales y a diversas propuestas de la Convención Nacional 
Hacendaria, que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Municipio de San Luis Río Colorado, 
Sonora. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

Administración General de Recaudación 
Presente. 
CONVENIO PARA DAR CUMPLIMIENTO A LAS OBLIGACIONES FISCALES Y A DIVERSAS PROPUESTAS DE 

LA CONVENCION NACIONAL HACENDARIA, QUE CELEBRAN EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO, Y EL MUNICIPIO DE SAN LUIS RIO COLORADO, SONORA. 

El Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por una parte, y el 
Municipio de San Luis Río Colorado, Sonora, a quien en lo sucesivo se le denominará “El Municipio”, por la 
otra, con fundamento en los artículos 25, 26 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 33 al 36 de la Ley de Planeación; 35 de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
de 2006; 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 4o. del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en el “Decreto por el que se otorgan a las entidades federativas 
los estímulos fiscales que se indican”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2003, 
y reformado mediante los artículos Sexto, Quinto y Décimo de los Decretos publicados en el citado órgano de 
difusión oficial el 23 de abril de 2003, el 26 de enero de 2005 y el 12 de mayo de 2006, respectivamente y en 
la legislación municipal, en los artículos 65 Fracción V y 89 Fracción VII de la Ley de Gobierno 
y Administración Municipal. 

CONSIDERANDO 
Que la Convención Nacional Hacendaria fue concebida como una reunión republicana, democrática 

y participativa, cuya convocatoria fue suscrita el 28 de octubre de 2003, en Palacio Nacional, por el Presidente 
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, por los Gobernadores de las Entidades Federativas y el Jefe 
de Gobierno del Distrito Federal, por las organizaciones que conforman la Conferencia Nacional de Municipios 
de México y por representantes del Congreso de la Unión y de las legislaturas locales, entre otros actores; 

Que el 5 de febrero de 2004 en Juriquilla, Querétaro, se instalaron formalmente las mesas de análisis 
y propuestas relativas a los temas de la Convención: Gasto Público; Ingresos; Deuda Pública; Patrimonio 
Público; Modernización y Simplificación de la Administración Hacendaria; Colaboración y Coordinación 
Intergubernamental, y Transparencia, Fiscalización y Rendición de Cuentas; 

Que lo anterior es resultado de la demanda social de las condiciones necesarias para acceder a la 
prosperidad, con oportunidades equitativas, justas e incluyentes para todos los mexicanos para hacer de 
nuestra democracia una realidad plena. En este contexto, el sistema federal mexicano emprende una 
renovación inscrita en los principios constitucionales de equilibrio entre poderes, y de cooperación y respeto a 
las competencias y atribuciones de cada ámbito de gobierno; 

Que construir una economía dinámica y competitiva, una red social capaz de ofrecer oportunidades reales 
a todos los mexicanos y un estado de derecho efectivo y funcional, requiere de ajustes profundos e 
innovadores que respondan a las demandas de bienestar de la población, así como del compromiso de 
ambas partes de impulsar, en el ámbito de sus competencias, cambios dirigidos a modernizar y fortalecer 
íntegramente el funcionamiento de sus administraciones públicas; 
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Que para lograr lo anterior, es indispensable vigorizar los mecanismos de transparencia, fiscalización 
y rendición de cuentas, relacionados con las haciendas públicas de ambas partes, entre los que se encuentra 
la publicación en la página de Internet del Municipio, la información de los recursos que pague por concepto 
de remuneraciones al trabajo personal a cualquier persona física, ya sean servicios personales 
independientes o subordinados. Ello, para generar, incrementar y consolidar la confianza de los ciudadanos 
sobre el manejo de sus recursos públicos; 

Que se requiere impulsar el servicio profesional de carrera y la profesionalización del servicio público, con 
un enfoque de recursos humanos por competencia; 

Que en materia de modernización y simplificación de la administración de las haciendas públicas se 
requiere fortalecer la universalización de la Clave Unica de Registro de Población (CURP) en todo 
trámite gubernamental; 

Que en ese mismo marco es necesaria la incorporación y armonización de lineamientos contenidos en la 
información presentada en las páginas de Internet de las haciendas públicas de los Municipios. En ese tenor 
se facilitará el acceso a la información de los catastros y de los registros públicos de la propiedad y del 
comercio, cuando así proceda; 

Que por otra parte, se requiere armonizar los principios contables, con objeto de lograr la debida 
transparencia y confiabilidad en comparaciones intergubernamentales; 

Que es menester optimizar el aprovechamiento del patrimonio público en beneficio de la sociedad 
mexicana y el esfuerzo a desarrollar por los Municipios, el cual deberá enfocarse principalmente a la 
homologación conceptual de los sistemas de identificación, valuación, registro y control de los bienes que 
constituyen el patrimonio público, integrar y mantener actualizado el inventario patrimonial nacional, así como 
su vinculación con el registro público de la propiedad; 

Que en materia de gasto también es de resaltarse la necesidad de promover mecanismos y reglas 
homogéneas entre el Gobierno Federal y los Municipios; incluir mecanismos de transparencia y rendición de 
cuentas de carácter obligatorio en cuanto a la aplicación de las aportaciones y transferencias federales que 
reciben los Municipios, establecer formatos y lineamientos para la publicación en medios electrónicos, de la 
información en la aplicación de los recursos, así como implantar estrategias y mecanismos de medición del 
desempeño para mejorar la eficiencia del gasto; 

Que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público realiza un estudio en el que se muestre un diagnóstico 
integral de la situación actual de la hacienda pública de los Municipios, del cual derivan propuestas para el 
fortalecimiento de dichas haciendas, que tienen como objetivo fundamental dar mayor eficiencia al uso de los 
recursos públicos y hacer más eficaz el impacto de dichos recursos en la población; 

Que las partes se comprometen a cumplir con sus obligaciones fiscales recíprocas, lo que resulta de gran 
importancia para avanzar en el fortalecimiento de sus haciendas públicas, y 

Que por todo lo anterior, el Gobierno Federal y el Municipio de San Luis Río Colorado, Sonora, acuerdan 
celebrar el presente Convenio, en los términos de las siguientes 

CLAUSULAS 
Sección I 

De las Disposiciones Generales 
Primera. El presente Convenio tiene por objeto dar cumplimiento a diversas propuestas aprobadas en la 

Convención Nacional Hacendaria, en las materias que en éste se establecen, y que se complementa con los 
Anexos aprobados por las partes al momento de su firma, los cuales forman parte integrante del mismo. 

Sección II 
De la Transparencia 

Segunda. Las partes se obligan a contar con páginas de Internet, sin limitación alguna en su acceso, en la 
que darán a conocer todos los ingresos que paguen por concepto de remuneraciones al trabajo personal a 
cualquier persona física, ya sean servicios personales independientes o subordinados. 

La información a que hace referencia el párrafo anterior, deberá desagregarse por puestos, tratándose del 
trabajo personal subordinado; en el caso de remuneraciones al trabajo personal independiente, la información 
deberá desagregarse por el tipo de servicio de que se trate. En ambos casos, la información deberá contener, 
además, las prestaciones que en dinero o en especie, correspondan. Igualmente, deberá especificarse el 
número de personas que ocupan los puestos, haciendo el desglose por niveles. En el caso de servicios 
personales independientes, se deberá especificar el número de personas contratadas en cada tipo de servicio. 

Los ingresos a que hace referencia esta Cláusula son los netos de impuestos, incluyendo aquéllos que se 
encuentran exentos del impuesto sobre la renta. 

La presentación de la información en la página de Internet, se llevará a cabo de conformidad con los 
lineamientos que para tal efecto establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
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Tercera. La información de los ingresos a que hace referencia la Cláusula Segunda de este Convenio, 
deberá estar disponible en la página de Internet y corresponderá: 

I. A los ingresos que se hayan pagado en cada uno de los últimos doce meses anteriores al mes en 
que se dé a conocer la información. Esta se deberá publicar en forma mensual, y 

II. A los ingresos anuales correspondientes a los cinco años inmediatos anteriores al año en que se dé 
a conocer esta información. Esta se deberá publicar anualmente en el mes de marzo de cada año. 

En el caso de que las partes paguen gratificaciones, bonos o cantidades extraordinarias o adicionales por 
puestos o por tipos de servicios, independientemente del nombre con el que se les designe, se deberán 
especificar los montos correspondientes y el periodo de pago en la página de Internet. Cuando el monto de las 
gratificaciones, bonos o cantidades extraordinarias o adicionales varíen para un mismo puesto o tipo de 
servicio, se incluirán los rangos de ingreso y los lineamientos utilizados para su determinación. 

Cuarta. Las partes establecerán mecanismos de transparencia y rendición de cuentas de las aportaciones 
y transferencias federales consideradas en la Ley de Coordinación Fiscal y en el Presupuesto de Egresos de 
la Federación. No quedan comprendidas las participaciones a que se refiere la Ley de Coordinación Fiscal. 

Para estos efectos, se implementará en la página de Internet del Municipio, un apartado en el que se 
informe el origen y destino de las aportaciones y transferencias federales, desagregando de manera clara 
y precisa su destino final, de acuerdo a lo establecido en el Anexo 1 del presente Convenio. Esta información 
deberá publicarse dentro de los primeros diez días de los meses de abril, julio, octubre y enero, considerando 
la información del trimestre anterior a cada uno de los meses citados. 

En una sección específica de la página de Internet a que se refiere el párrafo anterior, el Municipio también 
publicará la información de las participaciones que el mismo reciba. Dicha publicación se deberá realizar en 
los mismos plazos y por los mismos periodos establecidos en el artículo 6o. de la Ley de Coordinación Fiscal. 

Quinta. El Municipio deberá sujetarse a la ley emitida por su Entidad Federativa en materia de 
transparencia y acceso a la información pública gubernamental o, en su defecto, contar con disposiciones 
de transparencia y acceso a la información pública que cumplan con los lineamientos y características que se 
establecen en el Anexo 2 del presente Convenio. 

Sección III 
De la Deuda Pública 

Sexta. Las partes se comprometen a armonizar los principios contables, a fin de garantizar la 
transparencia y la confiabilidad en comparaciones intergubernamentales. 

Séptima. El Municipio deberá proporcionar la información que en materia de deuda pública se le solicite, 
de conformidad con los lineamientos que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Sección IV 
De la Modernización y Simplificación de las Haciendas Públicas 

Octava. El Municipio se obliga a exigir que en todo trámite gubernamental que se realicen ante él, se 
utilice la Clave Unica de Registro de Población (CURP), conforme a los criterios y lineamientos que 
proporcione la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Novena. El Municipio llevará a cabo la modernización del catastro, de los registros públicos de la 
propiedad y del comercio que tenga a su cargo, así como de los sistemas de recaudación municipal, con base 
en el apoyo financiero que para tal efecto le proporcione el Gobierno Federal, la Entidad Federativa o 
cualquier otra institución. 

Décima. Las partes se comprometen a realizar la homologación conceptual de los sistemas de 
identificación, valuación, registro y control de los bienes que constituyen el patrimonio público. 

Asimismo, se comprometen a integrar y mantener actualizado el inventario patrimonial de la Nación, así 
como su vinculación con el registro público de la propiedad y del comercio, de conformidad con los 
lineamientos que proporcione la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Décima Primera. El Municipio se compromete a permitir el acceso a la página de Internet correspondiente 
a las autoridades federales, estatales, municipales y del Distrito Federal, así como a los particulares, con el 
objeto de realizar consultas en sus registros catastrales y en el Registro Público de la Propiedad 
y del Comercio, cuando dichos registros estén a cargo del Municipio, de conformidad con los lineamientos que 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

El servicio de consulta mediante acceso a la página de Internet a que se refiere el párrafo anterior será 
gratuito, sin perjuicio del cobro de los derechos que deban pagarse por otros trámites que se realicen ante los 
registros mencionados. 

Décima Segunda. El Municipio se obliga a proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la 
información que se considere necesaria para implementar estrategias y mecanismos que permitan medir el 
desempeño del gasto y mejoren su eficiencia. Dicha información se establecerá a través de los lineamientos 
que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
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Sección V 
De la Profesionalización del Servicio Público 

Décima Tercera. Las partes se comprometen a promover la profesionalización, la capacitación y la 
instrumentación del servicio civil de carrera, considerando la profesionalización del servicio público con base 
en un enfoque de recursos humanos por competencias y énfasis en el servicio profesional de carrera. 

El Municipio se compromete a colaborar con el Gobierno Federal en la elaboración de una guía general 
para desarrollar un modelo de profesionalización en los Municipios. 

Sección VI 
Del Diagnóstico Integral de la Situación de las Haciendas Públicas 

Municipales 
Décima Cuarta. El Municipio deberá proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la 

información que le solicite para la realización de un estudio en el que se muestre un diagnóstico integral de 
la situación actual de su hacienda pública. De dicho estudio derivarán propuestas para el fortalecimiento de la 
hacienda pública mencionada, que tenga como objetivos fundamentales dar mayor eficiencia al uso de los 
recursos públicos y hacer más eficaz el impacto de dichos recursos en la población. 

Para los efectos del párrafo anterior, el Municipio se obliga a proporcionar la información que se establece 
en el Anexo 3 del presente Convenio y que servirá de base para realizar el estudio citado. 

Sección VII 
Del Cumplimiento 

Décima Quinta. El Municipio proporcionará a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la información 
y documentación que se considere necesaria para determinar el correcto cumplimiento de las obligaciones de 
retención y entero contenidas en los artículos 113, 116, 127, último párrafo y demás relativos de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, de conformidad con las disposiciones fiscales aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público emitirá, en su caso, los instructivos que se consideren 
necesarios para dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior. 

El Municipio deberá presentar en tiempo, las declaraciones informativas sobre contribuciones federales 
retenidas, en las formas oficiales que al efecto publique la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Asimismo, deberá entregar las constancias de remuneraciones y retenciones a que se refieren los 
artículos 118, fracción III y 127, último párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta y, en su caso, el artículo 
32, fracción V de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, considerando todos los ingresos que por los 
conceptos señalados en el párrafo anterior recibieron los contribuyentes. 

Décima Sexta. El Municipio se mantendrá al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones de pago 
que por concepto de suministro de energía eléctrica tenga con la Comisión Federal de Electricidad o con Luz 
y Fuerza del Centro. 

En el caso de que el Municipio, a la entrada en vigor del presente Convenio, no se encuentre al corriente 
en el cumplimiento de sus obligaciones de pago a que hace referencia esta Cláusula, deberá sujetarse a un 
convenio de regularización con las empresas públicas mencionadas. 

Décima Séptima. El Municipio deberá estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales de 
carácter federal, por concepto de las retenciones previstas en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Décima Octava. El incumplimiento por más de tres meses de las obligaciones contenidas en el presente 
Convenio en que, en su caso, incurra el Municipio, será motivo de inaplicación de los beneficios contenidos en 
el “Decreto por el que se otorgan a las entidades federativas los estímulos fiscales que se indican”, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2003, y reformado mediante los diversos publicados en 
el Diario Oficial de la Federación el 23 de abril de 2003, 26 de enero de 2005 y 12 de mayo de 2006, incluso 
de los que ya haya tomado. 

Adicionalmente, el Municipio deberá presentar las declaraciones complementarias que correspondan por 
los últimos cinco años anteriores, debiendo pagar las contribuciones actualizadas y los recargos 
correspondientes, dentro del mes inmediato posterior al periodo de tres meses de incumplimiento. En ningún 
caso lo dispuesto en este párrafo se aplicará respecto de obligaciones cumplidas o que se hayan tenido por 
cumplidas, con anterioridad al año 2004. 

Décima Novena. El Municipio, por conducto del titular de su hacienda pública, se obliga a cubrir los 
créditos firmes de carácter federal que sus dependencias u organismos adeuden, respecto de los cuales no 
exista celebrado convenio de finiquito de adeudos con la Federación. 
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Sección VIII 
Procedimiento de Adhesión 

Vigésima. Los Organismos Descentralizados del Municipio que deseen adherirse al presente Convenio 
con posterioridad a su entrada en vigor, podrán hacerlo siempre y cuando tal adhesión se realice sin reserva 
alguna, conforme al siguiente procedimiento: 

I.  Notificarán por escrito dicha decisión al Municipio, señalando expresamente que: 
a) Están de acuerdo en que su adhesión al presente Convenio se realice sin reserva alguna. 
b) Han cumplido con los requisitos a que se refiere la fracción II del artículo Décimo Segundo del 

“Decreto por el que se otorgan a las entidades federativas los estímulos fiscales que se indican”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2003, y reformado mediante los 
diversos publicados en el mismo órgano de difusión el 23 de abril de 2003, 26 de enero de 2005 
y 12 de mayo de 2006, y 

c) Han cumplido los procedimientos y requisitos necesarios conforme a la legislación local para 
realizar la adhesión. 

II. El Municipio entregará la documentación a que se refiere la fracción anterior a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público para que ésta autorice las adhesiones. 

III. Las autorizaciones de adhesión se podrán acordar por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
mediante resolución administrativa que se comunicará al Municipio de que se trate, en la que se 
listen los Organismos cuya adhesión haya sido autorizada. 

IV. El Municipio comunicará al Organismo de que se trate que ha quedado adherido al presente 
Convenio. La citada adhesión surtirá efectos a partir de la fecha de notificación de la mencionada 
comunicación, de la cual se remitirá copia certificada a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

V. El Municipio incluirá en su página de Internet el listado de los Organismos que hayan celebrado el 
presente Convenio. 

Transitorios 
Primero. El presente Convenio entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación, y el Municipio deberá promover su publicación en el órgano informativo oficial de la Entidad 
Federativa correspondiente. 

Segundo. Las partes tendrán un plazo de seis meses contados a partir de la fecha de entrada en vigor del 
presente Convenio para crear la página de Internet a que hace referencia la Cláusula Segunda y contener la 
información a que se refiere la fracción I de la Cláusula Tercera. En el caso de que a la fecha en que entre en 
vigor este Convenio, las partes cuenten con página de Internet, ésta se deberá actualizar con la información 
a que se refiere dicha Cláusula Tercera, en el plazo mencionado. Para los efectos de este párrafo, la 
información inicial comprenderá la correspondiente a los meses de 2006. 

Para los efectos de las fracciones I y II de la Cláusula Tercera de este Convenio, la información se iniciará 
con la correspondiente a enero de 2006 y se publicará dentro del plazo de seis meses a que se refiere el 
párrafo anterior. 

La información correspondiente a los años de 2007, 2008 y 2009, deberá publicarse conforme a 
lo siguiente: 

Año Información 
Marzo de 2007 Información correspondiente a los años de 

2006 y 2007. 
Marzo de 2008 Información correspondiente a los años de 

2006, 2007 y 2008. 
Marzo de 2009 Información correspondiente a los años de 

2006, 2007, 2008 y 2009. 
 
A partir del año 2010, en el mes de marzo de cada año, se publicará la información correspondiente a los 

cinco años anteriores. 
Tercero. Para los Organismos que se adhieran al presente Convenio con posterioridad a la fecha de su 

entrada vigor, el plazo establecido en el Artículo Segundo Transitorio del mismo, empezará a contar a partir 
del día en que entre en vigor el documento de suscripción correspondiente. 

México, D.F., a 27 de octubre de 2006.- Por la Secretaría: el Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
José Francisco Gil Díaz.- Rúbrica.- Por el Municipio: el Presidente Municipal, Héctor Rubén Espino 
Santana.- Rúbrica.- El Secretario del H. Ayuntamiento, Cristian G. Lardin Apodaca.- Rúbrica.- La Síndico 
Procurador, Karina Verónica Castillo Yánez.- Rúbrica. 
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CONVENIO para el cumplimiento de obligaciones en materia fiscal, del ejercicio presupuestal y de transparencia, 
que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Universidad Pedagógica Nacional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

CONVENIO PARA EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA FISCAL, DEL EJERCICIO 
PRESUPUESTAL Y DE TRANSPARENCIA, QUE CELEBRAN EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO Y LA UNIVERSIDAD PEDAGOGICA NACIONAL. 

El Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por una parte, y la 
Universidad Pedagógica Nacional, a quien en lo sucesivo se le denominará “La Universidad” por la otra, con 
fundamento en los artículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 4o. del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en el “Decreto por el que se otorgan a las entidades 
federativas los estímulos fiscales que se indican”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo 
de 2003, y reformado mediante los artículos Sexto, Quinto y Décimo de los Decretos publicados en el citado 
órgano de difusión oficial el 23 de abril de 2003, el 26 de enero de 2005, y el 12 de mayo de 2006, 
respectivamente, en adelante “el Decreto”; así como en el Decreto que crea la Universidad Pedagógica 
Nacional de fecha 25 de agosto de 1978, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 28 
de agosto de 1978, respectivamente. 

CONSIDERANDO 
Que en la Declaratoria a la Nación de la Convención Nacional Hacendaria dada a conocer el 17 de agosto 

de 2004 se reconoce, entre otros aspectos relevantes, la importancia de mejorar significativamente la 
transparencia y rendición de cuentas de la administración en sus diferentes órdenes de gobierno, para 
consolidar e incrementar la confianza de los ciudadanos sobre el manejo de los recursos públicos. 

Que en ese marco, resulta necesario avanzar en el establecimiento de los mecanismos que permitan a los 
organismos y entidades que no forman parte de la administración pública centralizada, contar con medidas de 
transparencia sobre los pagos que realicen por concepto de remuneraciones al trabajo personal, ya sea por 
servicios personales independientes o subordinados. 

Que también se requiere avanzar en la transparencia sobre el origen y destino de los recursos públicos 
federales que reciben los organismos y entidades mencionados. 

Por lo anterior, el Gobierno Federal y “La Universidad” acuerdan celebrar el presente Convenio, en los 
términos de las siguientes 

CLAUSULAS 
Primera. El presente convenio tiene por objeto establecer las obligaciones en materia fiscal, del ejercicio 

presupuestal y de transparencia que deberá cumplir “La Universidad” a efecto de estar en posibilidad de 
acceder a los beneficios a que se refiere el artículo Décimo Quinto del Decreto. 

Las obligaciones señaladas en el párrafo anterior se determinan en las Cláusulas subsecuentes, así como 
en Anexo 1 aprobado por las partes al momento de la firma del presente Convenio, el cual forma parte 
integrante del mismo. 

Segunda. “La Universidad” se obliga a contar con una página de Internet, sin limitación alguna en su 
acceso, en la que dará a conocer todos los ingresos que pague por concepto de remuneraciones al trabajo 
personal a cualquier persona física, ya sean servicios personales independientes o subordinados. 

La información a que hace referencia el párrafo anterior, deberá desagregarse por puestos, tratándose del 
trabajo personal subordinado; en el caso de remuneraciones al trabajo personal independiente, la información 
deberá desagregarse por el tipo de servicio de que se trate. En ambos casos, la información deberá contener, 
además, las prestaciones que en dinero o en especie, correspondan. Igualmente, deberá especificarse el 
número de personas que ocupan los puestos, haciendo el desglose por niveles. En el caso de servicios 
personales independientes, se deberá especificar el número de personas contratadas en cada tipo de servicio. 

Los ingresos a que hace referencia esta Cláusula son los netos de impuestos, incluyendo aquellos que se 
encuentran exentos del impuesto sobre la renta. 

La presentación de la información en la página de Internet, se llevará a cabo de conformidad con los 
lineamientos que para tal efecto establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Tercera. La información de los ingresos a que hace referencia la Cláusula Segunda de este Convenio, 
deberá estar disponible en la página de Internet y corresponderá: 

I. A los ingresos que se hayan pagado en cada uno de los últimos 12 meses anteriores al mes en que 
se dé a conocer la información. Esta se deberá publicar en forma mensual, y 

II. A los ingresos anuales correspondientes a los 5 años inmediatos anteriores al año en que se dé a 
conocer esta información. Esta se deberá publicar anualmente en el mes de marzo de cada año. 
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En el caso de que “La Universidad” pague gratificaciones, bonos o cantidades extraordinarias o 
adicionales por puestos o por tipos de servicios, independientemente del nombre con el que se les designe, se 
deberán especificar los montos correspondientes y el periodo de pago en la página de Internet. Cuando el 
monto de las gratificaciones, bonos o cantidades extraordinarias o adicionales varíen para un mismo puesto o 
tipo de servicio, se incluirán los rangos de ingreso y los lineamientos utilizados para su determinación. 

Cuarta. “La Universidad” establecerá mecanismos de transparencia y rendición de cuentas de los recursos 
públicos que reciba. 

Para estos efectos, se implementará en la página de Internet de “La Universidad”, un apartado en el que 
se informe el origen y destino de los recursos públicos, desagregando de manera clara y precisa su destino 
final, de acuerdo a lo establecido en el Anexo 1 del presente Convenio. Esta información deberá publicarse 
dentro de los primeros diez días de los meses de abril, julio, octubre y enero, considerando la información del 
trimestre anterior a cada uno de los meses citados. 

Asimismo, “La Universidad” se obliga a cumplir con las disposiciones que en materia presupuestaria sean 
aplicables al ejercicio de los recursos públicos. 

Quinta. “La Universidad” deberá sujetarse a la ley emitida por su entidad federativa en materia de 
transparencia y acceso a la información pública gubernamental o, en su defecto, contar con disposiciones 
de transparencia y acceso a la información pública que cumplan con los lineamientos y características que 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el Anexo 2 del presente Convenio. 

Sexta. “La Universidad” proporcionará a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la información 
y documentación que se considere necesaria para determinar el correcto cumplimiento de las obligaciones de 
retención y entero contenidas en los artículos 113, 116, 127, último párrafo y demás relativos de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, de conformidad con las disposiciones fiscales aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público emitirá, en su caso, los instructivos que se consideren 
necesarios para dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior. 

“La Universidad” deberá presentar en tiempo, las declaraciones informativas sobre contribuciones 
federales retenidas, en las formas oficiales que al efecto publique la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Asimismo, deberá entregar las constancias de remuneraciones y retenciones a que se refieren los 
artículos 118, fracción III y 127, último párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta y, en su caso, el artículo 
32, fracción V de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, considerando todos los ingresos que por los 
conceptos señalados en el párrafo anterior recibieron los contribuyentes. 

Séptima. “La Universidad” se mantendrá al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones de pago que 
por concepto de suministro de energía eléctrica tenga con la Comisión Federal de Electricidad o con Luz 
y Fuerza del Centro. 

En el caso de que “La Universidad”, a la entrada en vigor del presente Convenio, no se encuentre al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones de pago a que hace referencia esta Cláusula, deberá 
sujetarse a un convenio de regularización con las empresas públicas mencionadas. 

Octava. “La Universidad” deberá estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales de 
carácter federal, por concepto de las retenciones previstas en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Novena. El incumplimiento por más de tres meses de las obligaciones contenidas en el presente Convenio 
en que, en su caso, incurra “La Universidad”, será motivo de inaplicación de los beneficios contenidos en el 
“Decreto por el que se otorgan a las entidades federativas los estímulos fiscales que se indican”, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2003, y reformado mediante los diversos publicados en el 
Diario Oficial de la Federación el 23 de abril de 2003, 26 de enero de 2005 y 12 de mayo de 2006. 

Adicionalmente, deberá presentar las declaraciones complementarias que correspondan por los últimos 5 
años anteriores, debiendo pagar las contribuciones actualizadas y los recargos correspondientes, dentro del 
mes inmediato posterior al periodo de tres meses de incumplimiento. 

Transitorios 
Primero. El presente Convenio entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 
Segundo. La página de Internet de “La Universidad”, se deberá actualizar con la información a que se 

refiere la fracción I de la Cláusula Tercera de este Convenio, en un plazo de seis meses contados a partir de 
la fecha de entrada en vigor del presente Convenio. Para los efectos de este párrafo, la información inicial 
comprenderá la correspondiente a los meses de 2006. 

Para los efectos de las fracciones I y II de la Cláusula Tercera de este Convenio, la información se iniciará 
con la correspondiente a enero de 2006 y se publicará dentro del plazo de seis meses a que se refiere el 
párrafo anterior. 
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La información correspondiente a los años de 2007, 2008 y 2009, deberá publicarse conforme a 
lo siguiente: 

Año Información 
Marzo de 2007 Información correspondiente a los años de 

2006 y 2007. 
Marzo de 2008 Información correspondiente a los años de 

2006, 2007 y 2008. 
Marzo de 2009 Información correspondiente a los años de 

2006, 2007, 2008 y 2009. 
 
A partir del año 2010, en el mes de marzo de cada año, se publicará la información correspondiente a los 

5 años anteriores. 
México, D.F., a 23 de octubre de 2006.- Por la Secretaría: el Secretario de Hacienda y Crédito Público, 

José Francisco Gil Díaz.- Rúbrica.- Por la Universidad Pedagógica Nacional: la Rectora, Marcela Santillán 
Nieto.- Rúbrica. 

 
 

DISPOSICIONES de carácter general que señalan los días del año 2007, en que las entidades financieras sujetas a 
la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deberán cerrar sus puertas y suspender operaciones. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda  
y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con fundamento en los artículos 4, fracciones XXII y XXXVI  
y 16, fracción I de su Ley; 95 de la Ley de Instituciones de Crédito; 218, 243 y 279 de la Ley del Mercado de 
Valores; 80, fracción VIII de la Ley de Sociedades de Inversión; 70 de la Ley General de Organizaciones  
y Actividades Auxiliares del Crédito, y 47 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, ha tenido a bien expedir  
las siguientes: 

DISPOSICIONES DE CARACTER GENERAL QUE SEÑALAN LOS DIAS DEL AÑO 2007, EN QUE LAS 
ENTIDADES FINANCIERAS SUJETAS A LA SUPERVISION DE LA COMISION NACIONAL BANCARIA 

Y DE VALORES, DEBERAN CERRAR SUS PUERTAS Y SUSPENDER OPERACIONES 
Artículo 1.- Las instituciones de crédito, casas de bolsa, sociedades de inversión, sociedades operadoras 

de sociedades de inversión, sociedades y entidades financieras que actúen con el carácter de distribuidoras 
de acciones de sociedades de inversión, sociedades valuadoras de acciones de sociedades de inversión, 
instituciones calificadoras de valores, uniones de crédito, arrendadoras financieras, empresas de factoraje 
financiero, sociedades de ahorro y préstamo, sociedades financieras de objeto limitado, bolsas de valores, 
bolsas de futuros y de opciones, instituciones para el depósito de valores, contrapartes centrales de valores, 
cámaras de compensación de futuros y opciones y sus socios liquidadores, entidades de ahorro y crédito 
popular y sus organismos de integración, deberán cerrar sus puertas, suspender operaciones y la prestación 
de servicios al público en la República Mexicana, los días del año 2007 siguientes: 

I. El 1 de enero. 
II. El primer lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero. 
III. El tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de marzo. 
IV. El 5 y 6 de abril. 
V. El 1 de mayo. 
VI. El 16 de septiembre. 
VII. El 2 de noviembre. Adicionalmente, el tercer lunes de dicho mes en conmemoración del 20 de 

noviembre. 
VIII. El 12 y 25 de diciembre. 
IX. Los sábados y domingos, en adición al señalado en la fracción VI. 
Los almacenes generales de depósito y casas de cambio podrán abrir sus puertas, operar y prestar 

servicios al público todos los días del año 2007, siempre que se ajusten a las presentes disposiciones. 
Las demás entidades financieras, instituciones y organismos objeto de la supervisión de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores, no comprendidos en el primer y segundo párrafos de este artículo, no estarán 
sujetos a estas disposiciones. 

Artículo 2.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ordenar a las entidades financieras 
referidas en el artículo 1 de las presentes disposiciones, cerrar sus puertas y suspender operaciones dentro 
de la República Mexicana, en días distintos a los señalados en dicho artículo, cuando así lo considere 
necesario por razones de seguridad nacional o de interés público. 

Las notificaciones que lleve a cabo la citada Comisión, en términos de lo dispuesto en el párrafo anterior, 
podrán realizarse por correo electrónico, fax y demás medios electrónicos que permitan tener constancia del 
envío. Para tal efecto, la Comisión deberá utilizar la información más reciente que obre en su base de datos  
y que le haya sido proporcionada por las entidades financieras. 
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Artículo 3.- Las entidades financieras mencionadas en el primer párrafo del artículo 1 de estas 
disposiciones, que pretendan abrir sus puertas, operar y prestar servicios al público los días del año 2007  
a que se refieren las fracciones I a IX del citado precepto, podrán hacerlo sin necesidad de autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores siempre que presenten a la Vicepresidencia encargada de su 
supervisión, un calendario para dicho periodo anual que señale las plazas o localidades del país que contarán 
con instalaciones abiertas, el tipo de operaciones que pretendan realizar, así como los días y horarios en que 
habrán de operar y proporcionar sus servicios. 

Los almacenes generales de depósito y casas de cambio que se adecuen a lo establecido en el artículo 1, 
segundo párrafo de estas disposiciones, no estarán obligadas a presentar el calendario antes citado. 

Las citadas entidades financieras, así como los almacenes generales de depósito y las casas de cambio 
que, en su caso, abran sus puertas, operen y presten servicios al público los días a que se refieren las 
fracciones I a IX del artículo 1 de estas disposiciones, concertarán las operaciones que convengan con sus 
clientes, con fecha valor al día hábil bancario o bursátil siguiente, cuando éstas requieran de su liquidación a 
través del sistema de pagos del país. 

Artículo 4.- Las entidades financieras mencionadas en el primer párrafo del artículo 1 de estas 
disposiciones, que pretendan cerrar sus puertas, suspender operaciones y dejar de prestar sus servicios al 
público los días del año 2007 adicionales a los que se refieren las fracciones I a IX del citado precepto, podrán 
hacerlo sin necesidad de autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, siempre que presenten 
a la Vicepresidencia encargada de su supervisión, un calendario para dicho periodo anual que señale las 
plazas o localidades del país en que se mantendrán las instalaciones cerradas, así como los días que 
correspondan con la respectiva justificación para ello. 

Los almacenes generales de depósito y las casas de cambio que pretendan cerrar sus puertas, suspender 
operaciones y dejar de prestar sus servicios al público cualquier día del año 2007 podrán hacerlo, sin 
necesidad de autorización de la Comisión siempre que se ajusten a lo dispuesto en el párrafo anterior. 

Se considerará que existen causas justificadas, entre otras, cuando se trate de días que sus contratos 
colectivos o condiciones generales de trabajo prevean como no laborables conforme a usos y costumbres 
regionales que hayan sido establecidos en la localidad o zona geográfica de que se trate, así como aquellos 
que determinen las leyes en materia electoral, para efectuar alguna jornada electoral. Sin perjuicio de lo 
anterior, las entidades financieras sujetas a las presentes disposiciones, deberán prever los mecanismos de 
operación mínimos que eviten trastornos al sistema de pagos del país. 

Las fechas que sean establecidas en el calendario de referencia, serán consideradas como días hábiles 
bancarios o bursátiles de operación, conforme a lo previsto en las presentes disposiciones, para todos los 
efectos legales y administrativos aplicables. 

Artículo 5.- El calendario que determinen establecer las entidades financieras al amparo de los artículos 3 
y 4 anteriores, así como las modificaciones que, en su caso, efectúen durante el transcurso del año 2007, 
deberán presentarse a la Vicepresidencia encargada de la supervisión de la entidad financiera que 
corresponda, con cuando menos 7 días naturales de anticipación a la fecha en que pretendan iniciar  
su aplicación. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, en todo momento, vetar u ordenar correcciones al 
referido calendario, cuando a su juicio y con motivo de las fechas que se señalen, se ponga en peligro  
o interrumpa el buen funcionamiento del sistema de pagos del país o, en su caso, la estabilidad y seguridad 
de la entidad de que se trate o del sistema financiero en su conjunto. 

Artículo 6.- Las entidades financieras sujetas a las presentes disposiciones, deberán llevar un registro de 
cualquier cierre temporal o cambio de horario de sus sucursales para la atención del público o, en su caso,  
de la suspensión de operaciones por caso fortuito o fuerza mayor en el que consignen la fecha y la causa que 
lo originó, conservando dicho registro a disposición de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Tratándose del cierre temporal, cambio de horario o suspensión de operaciones de sucursales con motivo 
de los supuestos señalados en el párrafo anterior, que impliquen que en una o más plazas de la República 
Mexicana, no se tenga la posibilidad de abrir las puertas y realizar operaciones con el público, afectando con 
ello el sistema de pagos del país, deberá darse aviso inmediato a la Vicepresidencia de la Comisión 
encargada de su supervisión, informando de las medidas adoptadas para asegurar la continuidad del servicio 
a su clientela. 

Artículo 7.- Las entidades podrán celebrar con su clientela en forma ininterrumpida, aquellas operaciones 
y servicios que por sus características, términos y condiciones no puedan ser suspendidos, tales como 
transacciones con tarjetas de débito o crédito y la operación de cajeros automáticos, entre otros. 

Artículo 8.- Las presentes disposiciones no serán aplicables en materia de instalación, reubicación  
o clausura de sucursales de las entidades financieras. 

Artículo 9.- Estas disposiciones se aplicarán con independencia de la regulación relativa a la  
materia laboral. 

TRANSITORIA 
UNICA.- Las presentes disposiciones entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 
Atentamente 
México, D.F., a 9 de noviembre de 2006.- El Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 

Jonathan Davis Arzac.- Rúbrica. 


